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VISITA DOMICILIARIA. EL ACTA FINAL RELATIVA A QUE SE REFIERE EL 

ARTÍCULO 46, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO 

CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA EFECTOS DE LA 

PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA. 

 

Conforme al artículo 107, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, son actos de imposible 

reparación dentro de un procedimiento administrativo seguido en forma de juicio, aquellos 

que afectan materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 

es Parte. Ahora bien, el acta final a que se refiere el artículo 46, fracción VI, del Código 

Fiscal de la Federación, no reviste las características de un acto de imposible reparación 

dentro del procedimiento de visita domiciliaria, toda vez que se trata únicamente de un acto 

intraprocesal o intermedio, por lo que, en su contra, es improcedente el juicio de amparo 

indirecto, aun cuando se argumente que se levantó fuera del plazo de doce meses establecido 

en el artículo 46-A del propio código y que, por tanto, debe darse por concluida la visita, en 

virtud de que el solo hecho de que el contribuyente continúe sujeto a dicho procedimiento no 

transgrede sus derechos sustantivos, pues éste puede culminar con una resolución que le sea 

favorable y, de no ser así, es posible controvertir dicho vicio en el medio de defensa que 

proceda contra la resolución definitiva que se emita. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Queja 106/2018. Braniff Despachos Aduanales, S.A. de C.V. 28 de junio de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Andrés Ortiz Cruz. Secretario: Luis Carlos Vega 

Margalli. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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TRANSPORTE INTERNACIONAL DE BIENES. EL ARTÍCULO 16, SEGUNDO 

PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO SÓLO GRAVA 

EL QUE INICIA EN EL TERRITORIO NACIONAL, INDEPENDIENTEMENTE DE LA 

RESIDENCIA DEL PORTEADOR. 

 

De conformidad con el primer párrafo de dicho precepto, basta con que el transporte de bienes 

se realice por un residente en el país, para considerar que ese servicio se prestó en territorio 

nacional, sin importar que la transportación haya ocurrido, total o parcialmente, en México; 

en ese caso, la actividad causará el impuesto al valor agregado con la tasa del 16%, en 

términos de la fracción II del numeral 1o., en relación con el diverso 14, fracción II, de la 

propia legislación. Sin embargo, para la hipótesis de transportación descrita en el segundo 

párrafo del artículo 16 citado, a diferencia de la mencionada, no es determinante la residencia 

del porteador, sino el origen o inicio del viaje. Así, en este último supuesto, sólo se causará 

el tributo cuando la transportación internacional haya iniciado en el territorio nacional y, 

desde luego, con destino a otro país; incluso, si el porteo es de ida y vuelta, pero siempre y 

cuando haya empezado en la República Mexicana. En otras palabras, la transportación 

internacional, por más que una parte de ella se lleve a cabo en México, no causará el impuesto 

respectivo cuando comience en el extranjero. Por tanto, el segundo párrafo del artículo 16 

referido no grava genéricamente el servicio de transporte internacional, sino sólo aquel que 

haya comenzado en nuestro país. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 504/2018. 6 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Álvaro 

Ovalle Álvarez. Secretario: Jorge Humberto Saldívar Pérez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 

DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 

DE LIBRE CONCURRENCIA. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en términos de los artículos 25, 

26 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el legislador tiene la 

facultad exclusiva de organizar y conducir el desarrollo nacional y, por tanto, una de sus 

tareas centrales, en la regulación económica que ejerce, deberá encaminarse a designar a los 

sujetos que recibirán los estímulos fiscales, qué forma tomarán, así como sus fines y efectos 

sobre la economía, determinando las áreas de interés general, estratégicas o prioritarias que 

requieren de manera concreta su intervención exclusiva; estímulos que no deben responder a 

una elección arbitraria, caprichosa o de exceso de poder por parte del Poder Legislativo, sino 

a un interés social o económico nacional. En ese tenor, el artículo y fracciones referidos, al 

establecer un estímulo fiscal aplicable a determinados contribuyentes que invirtieron en 

bienes de activo fijo, no contraviene el principio de libre concurrencia, pues aun cuando 

existan otros sujetos que hubieran invertido en el mismo tipo de bienes, ello no significa que 

el legislador invariablemente debe conceder un beneficio fiscal a todos ellos, pues éste puede 

decidir –en atención a su libre ámbito de configuración en la materia–qué sector de la 

economía nacional requiere ser apoyado, si ya no requiere ese apoyo, o bien, si estima que el 

estímulo concedido debe eliminarse, sin que se requiera de una motivación reforzada y de un 

control estricto por parte del órgano de control jurisdiccional, a efecto de no anular la referida 

libertad y no interferir en las competencias propias de los otros Poderes de la Unión. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 514/2017. Peñafiel Bebidas, S.A. de C.V. y otra. 29 de noviembre de 

2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 717/2017. Corporación Inmobiliaria KTRC, S.A. de C.V. 29 de 

noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 

Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 

Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 303/2017. Embotelladora Aga de Michoacán, S.A. de C.V. 17 de enero 

de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente y 

Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.  



Amparo en revisión 994/2017. Imbera, S.A. de C.V. y otras. 7 de febrero de 2018. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 1316/2017. Procesadora Tecnológica de Polímeros, S.A. de C.V. 22 de 

marzo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 

Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 

Jiménez Jiménez.  

Tesis de jurisprudencia 110/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho.  

 
Ejecutorias  

Amparo en revisión 514/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 29 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 

DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO 

RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 

DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

 

El precepto legal mencionado establece un estímulo fiscal (consistente en la deducción 

inmediata, bajo determinados parámetros, de la inversión de bienes nuevos de activo fijo) 

aplicable a quienes: 1) Tributen en términos de los Títulos II –personas morales– o IV, 

Capítulo II, Sección I –personas físicas del régimen de actividades empresariales y 

profesionales–, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que hayan obtenido ingresos propios 

de su actividad empresarial en el ejercicio inmediato anterior de hasta $100'000,000.00 (cien 

millones de pesos); 2) Efectúen inversiones en la construcción y ampliación de 

infraestructura de transporte, tales como carreteras, caminos y puentes; y, 3) Realicen 

inversiones en las actividades previstas en el artículo 2, fracciones II, III, IV y V, de la Ley 

de Hidrocarburos, y en equipo para la generación, transporte, distribución y suministro de 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28151&Clase=DetalleTesisEjecutorias


energía. Ahora bien, de los trabajos legislativos que le dieron origen, se advierte que el 

establecimiento del estímulo de mérito persigue una finalidad constitucionalmente válida, 

pues pretende propiciar una mayor inversión de bienes en los sectores a los que se refiere, 

para impulsar su competitividad y facilitar su inserción como proveedores de las cadenas 

productivas, objetivo que encuentra asidero en el artículo 25 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, la diferencia de trato combatida resulta adecuada 

y racional para alcanzar la finalidad pretendida por la norma, ya que la intención del 

legislador fue lograr el crecimiento económico de las empresas de menor escala, así como de 

las unidades económicas, dedicadas al sector energético y de transporte, por lo que la medida 

legislativa funciona como un instrumento de política financiera y económica, el cual alienta 

a dicho sector económico a llevar a cabo la inversión de bienes, lo que a la postre incrementa 

el valor de las empresas y elimina la desventaja económica frente a las grandes corporaciones. 

Además, la diferencia de trato supera el criterio de proporcionalidad en sentido estricto, pues 

si bien no todos los contribuyentes tienen acceso al estímulo fiscal, lo cierto es que dicha 

afectación se genera en grado menor respecto de los beneficios que propicia la norma 

reclamada, ya que las empresas de menor escala, así como las que se dedican a los sectores 

estratégicos en comento, tienen la posibilidad de incrementar sus niveles de inversión y 

aumentar su competitividad en el mercado, lo que redunda en el crecimiento de la producción 

nacional. Por ende, el artículo tercero, fracciones II, III y IV, aludido, no viola el principio 

de equidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 514/2017. Peñafiel Bebidas, S.A. de C.V. y otra. 29 de noviembre de 

2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 

Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 717/2017. Corporación Inmobiliaria KTRC, S.A. de C.V. 29 de 

noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 

Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 

Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 

Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 952/2017. Inmobiliaria Trento, S.A. de C.V. 10 de enero de 2018. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 303/2017. Embotelladora Aga de Michoacán, S.A. de C.V. 17 de enero 

de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente y 

ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.  



Amparo en revisión 994/2017. Imbera, S.A. de C.V. y otras. 7 de febrero de 2018. Mayoría 

de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Tesis de jurisprudencia 109/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho.  

 
Ejecutorias  

Amparo en revisión 514/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 29 de octubre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL REQUISITO PREVISTO EN LA 

FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY RELATIVA PARA QUE SEA 

ACREDITABLE, SÓLO ES EXIGIBLE A LA CONTRIBUCIÓN TRASLADADA 

RETENIDA Y NO A LA EFECTIVAMENTE PAGADA AL PROVEEDOR. 

 

El penúltimo párrafo del artículo 1o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece 

que deberá retenerse esa contribución al momento en que se pague el precio o la 

contraprestación y sobre el monto de lo efectivamente pagado; lo retenido deberá enterarse 

ante la autoridad mediante declaración, ya sea (1) conjuntamente con el pago del impuesto 

causado correspondiente al mes en el cual se efectúe la retención o, en su defecto, (2) a más 

tardar el día diecisiete del mes siguiente a aquel en el que ésta se hubiese realizado. Además, 

señala que contra el entero de la retención no podrá realizarse acreditamiento, compensación 

o disminución alguna. No obstante esa limitante, la fracción IV del artículo 5o. del mismo 

ordenamiento dispone que el impuesto retenido y enterado podrá acreditarse en la declaración 

de pago mensual siguiente a la declaración en la que se haya efectuado el entero de la 

retención. Lo anterior significa que no procederá el acreditamiento del impuesto retenido en 

el mes de que se trate, contra el impuesto causado en ese mismo mes (artículo 1o.-A), sino 

que aquél podrá efectuarse, siempre que la retención se entere en los términos y plazos 

establecidos en el numeral 1o.-A, en la declaración de pago mensual siguiente a aquella en 

la que se efectuó el entero de la retención. Ahora, el artículo 5o., fracción IV, citado, debe 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28151&Clase=DetalleTesisEjecutorias


considerarse de aplicación estricta, conforme al diverso 5o. del Código Fiscal de la 

Federación; de ahí que el impuesto causado por el contribuyente se calculará por cada mes 

de calendario –regla general–, y el pago respectivo se efectuará mediante declaración a más 

tardar el día diecisiete del mes siguiente al que corresponda el pago. Para ello, debe tenerse 

en consideración que la obligación tributaria a cargo de los contribuyentes del impuesto al 

valor agregado nace cuando tienen lugar la enajenación de bienes, la prestación de servicios 

independientes, el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y la importación de bienes 

o servicios; el cálculo respectivo deberá efectuarse por periodos que comprenden del primero 

al último día del mes de calendario correspondiente, en tanto que el pago relativo deberá 

realizarse a más tardar el día diecisiete del mes siguiente al que corresponda dicho pago. En 

este sentido, el entero del impuesto retenido (artículo 1o.-A) y el relativo al impuesto causado 

por el propio contribuyente en el mes correspondiente (artículo 5o., fracción IV), pueden 

coincidir en la misma declaración que deberá presentarse a más tardar el día diecisiete del 

mes siguiente, o bien, si el contribuyente ya hubiese presentado la declaración del impuesto 

causado en el mes respectivo, tendrá la oportunidad de enterar, posteriormente y a más tardar 

el día diecisiete del mes siguiente, el impuesto retenido; pero uno y otro actos declarativos, 

por disposición legal, deben presentarse dentro del mismo lapso, comprendido entre el 

primero y el diecisiete del mes siguiente. De igual manera, el artículo 5o. de la ley 

mencionada señala que el pago mensual será la diferencia entre el impuesto que corresponda 

al total de las actividades realizadas en el mes por el que se efectúa el pago, a excepción de 

las importaciones de bienes tangibles, y las cantidades por las que proceda el acreditamiento 

en términos del mismo precepto, esto es, siempre que se cumplan los requisitos enunciados 

en dicho numeral para considerar que el impuesto resulta acreditable. Por otra parte, como 

se advierte del último párrafo del artículo 1o.-A de la legislación invocada, el Ejecutivo 

Federal, en el reglamento de esa normativa, podrá autorizar una retención menor al total del 

impuesto causado, tomando en consideración las características del sector o de la cadena 

productiva de que se trate, el control del cumplimiento de obligaciones fiscales, así como la 

necesidad demostrada de recuperar con mayor oportunidad el impuesto acreditable. Es por 

ello que el numeral 3 del reglamento aludido establece, en términos generales, que las 

personas morales obligadas a efectuar la retención del impuesto al valor agregado que se les 

traslade, lo harán en una cantidad menor (al monto total trasladado), en los casos siguientes: 

I. La retención será por las dos terceras partes del impuesto que se les traslade (es decir, del 

8% del total de 16% que se les trasladó), cuando les sea trasladado por personas físicas por 

la prestación de servicios personales independientes, por la prestación de servicios de 

comisión y por el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes. II. La retención será del 

4% del valor de la contraprestación pagada (del 16% trasladado), cuando reciban los servicios 

de autotransporte terrestre de bienes. En estas condiciones, se concluye que el impuesto 

retenido por el contribuyente obligado en términos del artículo 1o.-A, corresponde a un 

porcentaje (dos terceras partes o 4%, según se trate) del monto del impuesto al valor agregado 

que le fue trasladado en la adquisición de bienes o servicios por otro contribuyente que lo 

causa, sólo que por imperativo legal, no debe entregarlo a éste por virtud del traslado, sino 

que debe retenerlo para enterarlo directamente ante la autoridad hacendaria. Luego, aunque 

el impuesto retenido y el efectivamente pagado a los proveedores se considera trasladado, lo 

cierto es que no tienen la misma esencia ni el mismo trato legal, porque aunque el primero 

es trasladado por el proveedor, por disposición expresa del numeral 1o.-A, el receptor del 

servicio, o bien, a quien le es trasladado, está obligado a retener un porcentaje de ese tributo 

(dos terceras partes o 4%, según corresponda) y, además, debe enterar esa retención al fisco. 



Por tanto, el requisito previsto en la fracción IV del artículo 5o. indicado para que sea 

acreditable el impuesto al valor agregado, sólo es exigible al trasladado retenido, que es 

únicamente un porcentaje del total del trasladado. Por otro lado, el resto de ese impuesto 

trasladado que no fue retenido (porcentaje restante), al ser trasladado al proveedor, es 

cubierto en el momento en que se realiza el pago de la contraprestación pactada, por lo que 

desde ese momento el contribuyente tiene derecho al acreditamiento (de ese porcentaje). Lo 

anterior, si se tiene en cuenta que la retención del impuesto se efectúa en el momento en que 

se cubre el precio o la contraprestación y sobre el monto de lo efectivamente pagado, lo que 

necesariamente implica que para que exista retención, debió entregarse la cantidad restante 

del impuesto trasladado al proveedor. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 

SEXTO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 249/2018. Pasteurizadora de León, S.A. de C.V. 22 de agosto de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal 

Vidal. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de octubre de 2018 a las 10:36 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PENSIÓN POR INVALIDEZ A CARGO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 

SOCIAL. SI EL TRABAJADOR SE ENCUENTRA EN ACTIVO SÓLO PODRÁ 

RECIBIR SU PAGO HASTA QUE SEA DADO DE BAJA DE DICHO RÉGIMEN, AUN 

CUANDO AQUÉLLA YA LE HUBIERA SIDO CONCEDIDA MEDIANTE LAUDO 

EJECUTORIADO. 

 

El objetivo del seguro de invalidez es atender la contingencia de un trabajador que sufre la 

pérdida de facultades para trabajar por cuestiones ajenas a la relación laboral, brindándole el 

apoyo para que deje de laborar sin que se vea afectada su percepción ordinaria. Luego, de la 

interpretación sistemática de los artículos 123 y 134 de la Ley del Seguro Social vigente hasta 

el 30 de junio de 1997, se advierte que la intención de la norma es establecer la regla general 

de que no se pague pensión por invalidez a un trabajador que sigue en activo en el régimen 

de seguridad social, porque ello implicaría que no existe la imposibilidad física por la que se 

le otorgó la pensión. Por tanto, mientras el trabajador se encuentre en activo no podrá percibir 

el pago de la pensión aludida (salvo el caso de excepción previsto en el segundo párrafo del 



artículo 123 mencionado), aun cuando ésta ya le hubiera sido concedida mediante laudo 

ejecutoriado, y sólo podrá empezar a pagarse hasta que sea dado de baja de dicho régimen. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 4/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 

y Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Sexto Circuito. 2 de julio de 2018. 

Unanimidad de seis votos de los Magistrados Livia Lizbeth Larumbe Radilla, Francisco 

Esteban González Chávez, Samuel Alvarado Echavarría, Miguel Mendoza Montes, Gloria 

García Reyes y José Ybraín Hernández Lima. Ponente: Francisco Esteban González 

Chávez. Secretaria: Divina Osiris González Pineda.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al 

resolver los amparos directos 246/2017, 420/2017 y 526/2017, y el diverso sustentado por 

el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver los 

amparos directos 309/2017 y 512/2017.  

Nota: En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno 

del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 

similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta 

tesis forma parte de la contradicción de tesis 4/2018 resuelta por el Pleno en Materia de 

Trabajo del Sexto Circuito, en sesión de 2 de julio de 2018. 

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 4/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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ESTÍMULOS FISCALES. EL ARTÍCULO 16, APARTADO A, FRACCIÓN IV, DE LA 

LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2016, 

NO VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD. 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28169&Clase=DetalleTesisEjecutorias


El referido artículo al prever un beneficio fiscal para quienes adquieran diésel para su 

consumo final destinado para uso automotriz en vehículos que se destinen exclusivamente al 

transporte público y privado de personas o de carga, así como el turístico, consistente en 

admitir el acreditamiento de un monto equivalente al impuesto especial sobre producción y 

servicios que las personas que enajenen diésel en territorio nacional hayan causado por la 

venta de este combustible en términos del artículo 2o., fracción I, inciso D), numeral 1, 

subinciso c), de la Ley del Impuesto relativo, en contra del impuesto sobre la renta que tenga 

el contribuyente a su cargo o en su carácter de retenedor correspondiente al mismo ejercicio 

en que se determine el estímulo, que se deba enterar, incluso en los pagos provisionales del 

mes en que se adquiera, no viola el derecho a la igualdad reconocido en el artículo 1o. de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no clasifica a las personas 

por criterios relacionados con el origen étnico o nacional, el género, la edad, el hecho de tener 

capacidades diferentes, la religión, el estado civil, ni cualquier otra que permita identificar a 

una categoría de personas que compartan o hayan históricamente compartido, en una serie 

de contextos relevantes, una condición de exclusión o tenga por objeto anular o menoscabar 

los derechos y libertades de las personas, sin que pueda decirse tampoco que la norma se 

articula en torno a un elemento que atente contra la dignidad humana o tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, aunado a que el hecho de que 

el Ejecutivo Federal hubiese establecido un acreditamiento adicional como estímulo fiscal a 

favor de la industria del transporte de carga, de pasajeros y turístico, no implica una distinción 

injustificada que imposibilite el acceso a derechos, prestaciones y servicios en condiciones 

de igualdad a todos los miembros de la sociedad, toda vez que dicho beneficio se sustenta en 

fines extra-fiscales razonables, como lo es el de mantener el estímulo correspondiente para 

empresas dedicadas al autotransporte terrestre público y privado de personas, de carga o de 

turismo, ya que el sector turístico resulta prioritario y el transporte es un área estratégica. 

 

PRIMERA SALA 

 

Amparo en revisión 1263/2017. Petro Servicios de Occidente, S.A. de C.V. 2 de mayo de 

2018. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío 

Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 

Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Abraham Pedraza 

Rodríguez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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BENEFICIARIOS DEL TRABAJADOR FALLECIDO POR RIESGO DE TRABAJO. NO 

TIENEN LA CARGA DE ACREDITAR LA INEXISTENCIA O EL FALLECIMIENTO 

DE OTRAS PERSONAS CON POSIBLES DERECHOS SUCESORIOS QUE NO 

COMPARECIERON AL PROCEDIMIENTO A DEDUCIRLOS. 

 

El artículo 503, fracción I, de la Ley Federal del Trabajo dispone que para declarar qué 

persona o personas son los beneficiarios del trabajador fallecido por riesgo de trabajo, deben 

cumplirse dos condiciones procesales: la primera, concerniente en una investigación 

encaminada a averiguar qué personas dependían económicamente del trabajador y, la 

segunda, consistente en fijar la convocatoria respectiva en un lugar visible del 

establecimiento donde el trabajador prestó sus servicios, para que los presuntos beneficiarios 

comparezcan ante la autoridad laboral a deducir sus derechos para resolver quién debe recibir 

la indemnización o, en su caso, las prestaciones laborales reclamadas. De lo anterior se 

concluye que, en principio, es obligación de las Juntas realizar esa investigación y ordenar 

que se fije la convocatoria aludida, ya que con su resultado se obtendrán los datos necesarios 

para emitir una resolución debidamente fundada y motivada, en lo que respecta a la 

declaración de legítimos beneficiarios del de cujus. En ese contexto, es ilegal que la actora 

deba acreditar la inexistencia o el fallecimiento de otros posibles beneficiarios que pudieran 

haber comparecido a deducir sus derechos, sin que lo hubiesen hecho, pues conforme al 

procedimiento establecido en el numeral referido, su objetivo no es determinar si existe o no 

otra u otras personas diversas al actor con iguales o mejores derechos a ser declarados 

legítimos beneficiarios del extinto trabajador, sino definir si debe o no ser declarado así, al 

margen de que se dé oportunidad a que terceras personas puedan acudir al procedimiento a 

hacer valer sus derechos; por lo que no corresponde al actor la carga de demostrar la 

inexistencia o el fallecimiento de otras personas con posibles derechos sucesorios que no 

comparecieron al procedimiento a deducirlos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 484/2017. 18 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.  

Amparo directo 770/2017. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna.  

Amparo directo 915/2017. 5 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna.  

Amparo directo 1009/2017. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Juan Manuel Jiménez Jiménez.  



Amparo directo 1099/2017. 5 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 

Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.  

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 

2a./J. 68/2008, de rubro: "INDEMNIZACIÓN EN CASO DE MUERTE POR RIESGO DE 

TRABAJO. PARA DETERMINAR QUIÉNES SON BENEFICIARIOS DEL 

TRABAJADOR FALLECIDO, LA AUTORIDAD LABORAL DEBE FIJAR LA 

CONVOCATORIA EN EL CENTRO DE TRABAJO Y REALIZAR LA 

INVESTIGACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 503, FRACCIÓN I, DE LA LEY 

FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, abril de 2008, página 591. 

 
Ejecutorias  

Amparo directo 1099/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de noviembre de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 12 de noviembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=28160&Clase=DetalleTesisEjecutorias

